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de humedad, era en el exterior (por lo que, como se expresa 
en la resolución, no cabe la posibilidad de que esa pérdida en 
el suministro pueda repercutir en la medida de consumo del 
contador), lo cual ocasionó que la empresa suministradora 
expresara en diferentes escritos que la conservación y man-
tenimiento de las instalaciones interiores es responsabilidad 
de la consumidora, así como que en el escrito 21 de junio de 
2005  manifestara que «hemos de señalar que el contador 
adscrito a este suministro se encuentra ubicado en una taquilla 
empotrada en la fachada del inmueble, por lo que, por razones 
obvias, la avería en la calle a que hace referencia en su recla-
mación, nada tiene que ver con los consumos registrados en 
su instalación interior».

Teniendo en cuenta lo anterior, ha considerarse ajustada 
a derecho la Resolución de la Delegación del Gobierno, porque 
aplicó al caso concreto las previsiones de los artículos 8, 10 y 
15 del Decreto 120/1991, de 11 de junio, por el que se regula 
el suministro domiciliario de agua.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto don Carmelo 
Martínez Anaya, en nombre y representación de doña María 
Sánchez Cortés contra la Resolución del Delegado del Gobier-
no de la Junta de Andalucía en Almería, recaída en el referido 
procedimiento administrativo y, en consecuencia, mantener la 
misma en sus propios términos.

Notifíquese la Resolución a la recurrente y a la empresa 
suministradora, con indicación del recurso que proceda. El Se-
cretario General Técnico. Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos.».

 Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Sevilla, 4 de diciembre de 2006.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de 5 de diciembre de 2006, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica  la  Resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de 
alzada  interpuesto por  don Antonio Miguel Ruiz Clavero 
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno de 
Málaga,  recaída en el expediente 29-000574-05-P. 

     
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 

la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común  e intentada sin efecto la notificación personal a  Antonio 
Miguel Ruiz Clavero de la Resolución adoptada por el Secre-
tario General Técnico, al recurso administrativo interpuesto, 
contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Málaga, por la presente se procede a hacer pú-
blica la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio 
reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se 
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación 
de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevi-
lla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su 
identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 17 de octubre de 2006.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes antecedentes

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Andalu-
cía en Málaga dictó la Resolución de referencia, por la que se 
le impone una sanción de 500 euros, tras la tramitación del 
correspondiente expediente, por normalización: etiquetado, 
embalado, marcado y envasado.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la Resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución, se interpuso 
recurso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- Que la presunta infracción que se sanciona, y que se 
tipifica conforme al art. 71.2.1 de la Ley 13/03, de 17 de 
diciembre, de defensa y protección de los consumidores y 
usuarios de Andalucía, consiste en que el folleto informativo 
inspeccionado no contenía el precio, ni los conceptos del cur-
so, así como tampoco la persona física o jurídica responsable 
del mismo.

- Que el curso objeto de la publicidad del referido folleto, 
no se estaba ofertando aún, sino que se trataba simplemente 
de un avance del mismo y de su próxima y posible impartición 
por el centro que regentaba el exponente.

FUNDAMENTOS  DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación del Consejero mediante la Orden de 30 de 
junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso, 
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y artículo 39. 8 de la Ley 
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en relación con 
el Decreto del Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre 
reestructuración de Consejerías, y el Decreto 199/2004, de 
11 de mayo, por el que se aprueba la estructura orgánica 
de la Consejería de Gobernación.

Segundo. Las alegaciones vertidas por la parte recurrente 
carecen de valor exculpatorio, no modificando la naturaleza 
infractora de los hechos, ni su calificación jurídica.

El legislador, en materia de consumo, establece la 
existencia de infracciones basándose en causas objetivas, 
atendiendo fundamentalmente a su resultado, y lo cierto 
es que en este caso la conducta infractora está acreditada 
mediante acta, la cual goza de valor probatorio ex art. 137.3 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común: 

«los hechos constatados por funcionarios a los que se les 
reconoce la condición de autoridad, y que se formalicen en 
documento público observando los requisitos legales pertinen-
tes, tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que 
en defensa de los respectivos derechos o intereses puedan 
señalar o aportar los propios administrados».

El recurrente no sólo no aporta prueba en contrario o 
argumento alguno que permita considerar la revocación de 
la resolución impugnada, sino que se da incluso un recono-
cimiento de los hechos por el propio expedientado, por lo tanto 
queda más que probada la conducta imputada.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, 
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R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don An-
tonio Miguel Ruiz Clavero, contra la Resolución del Delegado 
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga, de fecha 
referenciada, en consecuencia mantener la misma en sus 
propios términos.

Notifíquese al interesado con indicación de los recursos 
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael 
Cantueso Burguillos»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Sevilla, 5 de diciembre de 2006.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO de 5 de diciembre de 2006, de la 
Secretaría General Técnica, por el que se notifica  la  
Resolución adoptada por el Secretario General Técnico 
al recurso de alzada  interpuesto por Bar de Copas Gol 
Sur, S.L.U. Pub Aquelarre contra otra dictada por el De-
legado del Gobierno de Huelva, recaída en el expediente 
21-000135-05-P. 

     
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 

la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común  e intentada sin efecto la notificación personal a  Bar de 
Copas Gol Sur, S.L.U. Pub Aquelarre de la Resolución adoptada 
por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo 
interpuesto, contra la dictada por el Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Huelva, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta 
Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pudiendo 
acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintitrés de octubre de 2006

Visto el recurso de alzada interpuesto, y con base a los 
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 4 de noviembre de 2005 el Delegado del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Huelva acordó la inicia-
ción de expediente sancionador contra «Bar de Copas Gol Sur, 
S.L.U.», ya que girada visita de inspección a dicho establecimiento 
fueron constatadas las siguientes irregularidades:

1.ª Las hojas de quejas y reclamaciones  no están a dis-
posición del consumidor.

2.ª No tiene expuesto al público el cartel anunciador de la 
existencia de hojas de quejas y reclamaciones.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente 
prevista, el día 17 de enero de 2006 dictó Resolución por la 
que se impone al interesado arriba referenciado una sanción 
de 750 euros (Sanción de multa respectivamente 450 euros 
y 300 euros), por infracciones administrativas tipificadas en 
los artículos 71.8.2.º y 71.8.4.ª, de la Ley 13/2003, de 17 de 

diciembre, de Defensa y Protección de los Consumidores y 
Usuarios de Andalucía, al vulnerarse lo dispuesto en el artículo 
18.1 del mismo cuerpo legal con relación a lo preceptuado en 
los artículos 2.º y 4.º del Decreto 171/1989, de 11 de julio, por 
el que se regulan las hojas de quejas y reclamaciones de los 
consumidores y usuarios en Andalucía.

Tercero. Notificada la Resolución el día 26 de enero de 
2006, el interesado interpuso el 23 de febrero recurso de al-
zada en el que manifiesta haber corregido las irregularidades 
apreciadas, sin que en ningún momento se haya causado 
perjuicio a los consumidores, por lo que estas dos circuns-
tancias atenuantes han de ser tenidas en cuenta a efectos de 
determinar la cuantía de la sanción impuesta.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 
30 de junio de 2004, para conocer y resolver el presente 
recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común (en adelante, LR-
JAP-PAC), y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en relación con 
el Decreto del Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre 
reestructuración de Consejerías y el Decreto 199/2004, de 
11 de mayo, por el que se aprueba la estructura orgánica 
de la Consejería de Gobernación.

Segundo. Del examen del expediente e informe emitido por 
el organismo competente se desprende que los hechos impu-
tados no han quedado desvirtuados por el interesado, además 
de reconocer implícitamente la realidad de los hechos por los 
que se le sanciona, pues de otro modo no podría alegarse su 
corrección o subsanación posterior, y la consideración de tales 
subsanaciones como atenuantes, en tanto y en cuanto en toda 
infracción culposa la responsabilidad tiene su base, no en la 
malicia sino en la ligereza, abandono o descuido del infractor, 
en suma, la falta de previsión y la omisión de las precauciones 
exigibles, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 130.1 de la 
Ley 30/1992 que preceptúa: «Sólo podrán ser sancionadas por 
hechos constitutivos de infracción administativa las personas 
físicas y jurídicas que resulten responsables de los mismos 
aún a título de simple inobservancia...», lo cual hace que el 
sistema administrativo sancionador, que tantas similitudes 
presenta con el penal, se diferencie de éste en dos aspectos 
fundamentales: la posibilidad de que sea responsable de la 
infracción una persona jurídica (como ocurre en el presente 
caso) y la no exigencia de dolo o culpa, sino la simple negli-
gencia, para que se pueda entender cometida la infracción. 
La conducta de la expedientada, por tanto, contiene todos los 
elementos para ser sancionable, en tanto y en cuanto se trata 
de una conducta antijurídica típica y culpable.

Tercero. El interesado aduce subsanación de las irregulari-
dades detectadas que dieron origen al expediente sancionador 
en cuestión, concurriendo así dos circunstancias atenuantes 
que han de ser tenidas en cuenta a la hora de determinar la 
cuantía de la sanción.

Cabe resaltar que, la subsanación de los defectos no 
impide la consumación de la infracción por cuanto la finalidad 
y fundamento del ejercicio de la potestad sancionadora de la 
Administración radica, precisamente, en conseguir que las 
conductas originariamente ilegales acaben adecuándose al 
ordenamiento jurídico. Con la sanción no se trata de castigar o 
de reprimir sino de prevenir o evitar que la infracción se vuelva 
a repetir. La subsanación de la infracción detectada únicamente 
podría justificar un determinado resultado con relación a la 
graduación de la sanción en cuestión. 


